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                                                                                                                                                “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                               Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL 

TOMO 169 
 

ACLARATORIA. Procedencia. Regulación de honorarios, impuesto al valor agregado, abogado responsable 
inscripto.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DEJAR ESTABLECIDO que a la parte proporcional de la suma regulada a fs. 
359/360 en concepto de honorarios profesionales a favor del Dr. Alberto Raymundo Sosa, el obligado al pago 
deberá adicionar el porcentaje correspondiente al Impuesto al Valor Agregado.  
DOCTRINA: Todo pedido de aclaratoria conlleva como finalidad corregir cualquier error material, aclarar algún 
concepto oscuro sin alterar lo sustancial de la decisión, o subsanar alguna omisión de la sentencia, pues la misión 
del Tribunal consiste, en este sentido, en enmendar, aclarar y completar su fallo. 
     La parte condenada en costas debe adicionar el impuesto al valor agregado a la regulación de honorarios 
correspondiente a los trabajos realizados por un profesional que reviste el carácter de responsable inscripto, a fin 
de no afectar la integridad de su regulación y no desnaturalizar la aplicación del régimen, trasladando de esa 
manera a quien debe pagar el bien o servicio gravado, la carga del impuesto. 
     Si el profesional acreditó su condición de responsable inscripto, corresponde aclarar la sentencia en tal 
sentido. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA:  QUERELLA 
CONTRA LATORRE, JOSÉ ANTONIO; LATORRE, MARÍA EUGENIA DE LOS ÁNGELES; LATORRE, 
MARÍA XIMENA, LLORIAN DE LATORRE, GLORIA DEL VALLE POR INJURIAS EN PERJUICIO DE 
LATORRE, FRANCISCO JAVIER Y LATORRE, LUCIANA BELÉN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
Nº CJS 31.936/08)  (Tomo 169: 67/70 – 6/septiembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Segunda 
Nominación para entender en estos autos. 
DOCTRINA: Resulta necesario acotar los llamados conflictos de competencia a casos de real confrontación fun-
cional, según sus justos límites y atendiendo a un criterio restrictivo de procedencia y admisibilidad, a fin de 
preservar la vigencia efectiva de los principios procesales y garantías constitucionales de rango superior, concen-
tración, celeridad y economía procesal; defensa en juicio y duración razonable del proceso, con el objeto de sal-
vaguardar la adecuada, regular y oportuna prestación del servicio de justicia. 
        El concepto de juez natural, estrechamente vinculado al de competencia, se encuentra referido a la nece-
sidad que el proceso tramite ante el magistrado previsto por la Constitución y las leyes. En este aspecto, el régi-
men legal debe ser observado integralmente, tanto en lo relativo a sus disposiciones comunes como en lo concer-
niente a las normas que establecen reglas de excepción, como es el caso de la competencia por conexidad. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C REYNAGA, MIGUEL ÁNGEL POR LESIONES CULPOSAS EN PERJUICIO DE ALANCAY, 
SANDRA - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.337/12)  (Tomo 169: 387/392 
– 20/septiembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Primera Nomi-
nación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: La existencia de varias causas seguidas contra los mismos imputados torna aplicables las reglas de 
conexidad subjetiva que prevé el artículo 37 inciso 3º del Código Procesal Penal (texto según ley 6345 y modifi-
catorias. 
       Las normas de conexidad revisten el carácter de orden público y su observancia resulta insoslayable en 
base a consideraciones de mejor y más pronta administración de justicia; tales postulados, de acuerdo al estado de 
cada una de las causas, se asegura con la intervención en todas las actuaciones de un único tribunal una vez veri-
ficada la coexistencia de causas conexas. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C JUSTINIANO, CARLOS ADRIÁN P/ ROBO A LUNA, ELENA DEL CARMEN – PIEZAS 
PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.378/12)  (Tomo 169: 543/548 – 20/septiembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad; necesidad de que las causas se encuentren vigentes. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Cuarta 
Nominación para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: Las reglas de conexidad resultan aplicables en los supuestos en que las causas alcanzadas por los 
motivos descriptos en el artículo 37 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias) se encuen-
tran vigentes, es decir, antes de su conclusión por desvinculación del causante o por declaración de su responsabi-
lidad mediante sentencia firme. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C REYES, FIDEL HIPÓLITO POR DESOBEDIENCIA JUDICIAL; AMENAZAS ART. 149 BIS; 
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CONCURSO REAL ART. 55 EN PERJUICIO DE REYES, CARINA DEL VALLE - PIEZAS PERTENE-
CIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.095/11)  (Tomo 169: 651/656 – 25/septiembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad; procedimiento sumario. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores 
de Primera Nominación del Distrito Judicial Orán. 
DOCTRINA: Las actuaciones del procedimiento sumario no se acumularán entre sí ni respecto de las causas en 
las que procede instrucción formal. 
           Es improcedente la acumulación de actuaciones si no se encuentra concluida la etapa del procedimiento 
sumario, en tanto el respectivo decreto de citación a juicio no se había dictado. (Del voto de los Dres. Ferraris, 
Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Cornejo) 

El Juez Correccional y de Garantías, desde su avocamiento puede averiguar sobre la existencia de causas 
conexas y ordenar la acumulación a que hubiere lugar respecto de otras causas que hayan superado el trámite 
preliminar del proceso. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C JURADO, RAÚL RICARDO POR AMENAZAS A VILLAFUERTE, MARIEL SOLEDAD – 
PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.146/11)  (Tomo 169: 487/492 – 
20/septiembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Imputados menores y mayores. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Sexta Nomina-
ción, para intervenir en la presente causa.   
DOCTRINA: En los supuestos de concurrencia de mayores y menores la situación de tener que investigarlos hace 
que la competencia del Juzgado de menores se vea excedida. 
        En tanto no sea posible excluir la existencia de participación de mayores de edad, la competencia corres-
ponde al juez de instrucción. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MAMANÍ, WILSON FERNANDO; JAIME, HERNÁN PASCUAL (M) POR ROBO A BLASCO, 
DANIEL OSCAR – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.356/12)   (Tomo 169: 
549/554 – 20/septiembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Imputados menores y mayores de edad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado de Instrucción Formal de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, a los efectos indi-
cados en el considerando 3º del voto de la mayoría. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia, si los jueces en conflicto omitie-
ron solicitar las partidas de nacimiento a fin de no entorpecer la investigación, pues la única limitación probatoria 
que establece el Código Procesal Penal es la atinente al estado civil y capacidad de las personas, comprobable 
mediante las partidas expedidas por el organismo público instituido al efecto. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Vittar, Catalano, Cornejo,  y Ferraris) 
          Si de los elementos agregados en la causa surge que sólo se han formulado imputaciones concretas hacia 
personas menores de edad, no resulta competente el  Juez de Instrucción para intervenir, sino el Juzgado Correc-
cional y de Garantías y de Menores. (Del voto de la Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C IBARRA, FERNANDO P/ HURTO A TOLEDO, BLANCA - COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 
34.931/11)  (Tomo 169: 465/470 – 20/septiembre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Improcedencia; casación; intervención previa del Magistrado en otro proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la excusación formulada a fs. 500 bis por el señor Juez de Corte Dr. 
Guillermo Félix Díaz. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la excusación del Magistrado fundada en su intervención en otro proce-
so con el cual no existe conexidad de materia, puesto que la norma referenciada es determinante en que es menes-
ter para su procedencia que el aporte subjetivo lo sea en el mismo proceso. 

Los supuestos de excusación y recusación de jueces deben interpretarse de modo que, en lo posible, se 
satisfaga la aspiración constitucional de que los juicios se inicien y culminen ante los jueces naturales. (Del voto 
de los Dres. Posadas, Vittar, Ferraris, Figueroa, Granata y Pancio) 

Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca haber tenido intervención previa como 
Juez de Cámara en una causa entre las mismas partes, porque ello constituye una circunstancia objetiva prevista 
en el artículo 51 inciso 1º del Código Procesal Penal, y el artículo 52 de ese ordenamiento atribuye la condición 
de interesados, a los fines del régimen de excusaciones, a los representantes, defensores o mandatarios que ejer-
cen, como es el caso, la asistencia técnica del querellante conjunto. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Ferraris –Jueces de Corte-, Adolfo Antonio Figueroa, Enrique 
Carmelo Granata y Julio Víctor Pancio (Jueces de Cámara llamados a integrar)-.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GENOVESE, PEDRO ALFREDO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.721/10/)  
(Tomo 169: 459/464 – 20/septiembre/2012) 
 
EXCUSACION. Intervención de un pariente en la causa. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 84 por la Sra. Juez de Corte Dra. Susana 
Graciela Kauffman de Martinelli. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación de la Magistrada que manifiesta que en la causa se encuentra 
interviniendo su cónyuge como letrado apoderado de los querellantes, porque ello constituye una circunstancia 
objetiva con encuadre normativo en el artículo 51 inciso 2º del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias), y el art. 52 de la ley procesal atribuye la condición de interesados, a los fines del régimen de 
excusaciones, a los representantes, defensores o mandatarios que ejercen la asistencia técnica del querellante 
conjunto. 
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     Constituye un imperativo para el Juez apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto, 
o de sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad 
jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C 
VILTE, ROBERTO DANIEL – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.197/11)   (Tomo 169: 193/196 – 07/septiembre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 66 por la señora Juez de Corte Dra. Susana 
Graciela Kauffman de Martinelli. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación de la Magistrada que invoca violencia moral para intervenir en 
la causa porque en causas conexas sus hijos y cónyuge revisten el carácter de letrados apoderados de uno de los 
acusados en ésta, existiendo además una relación de amistad y frecuencia de trato entre su cónyuge y el nombra-
do, porque el motivo invocado constituye una circunstancia objetiva prevista en el artículo 51, inciso 13 del 
Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
          Constituye un imperativo para el Juez apartarse del conocimiento de todo pleito respecto de cuyo objeto, o 
de sus partes, no puede actuar con plena garantía de imparcialidad e independencia que requiere su actividad 
jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “IN-
CIDENTE DE REPOSICIÓN CON APELACIÓN EN SUBSIDIO PRESENTADO POR LA SRA. AGENTE 
FISCAL Nº 2, CONTRA LA PROVIDENCIA QUE ORDENA LA APLICACIÓN DEL ART. 185 DEL C.P.P. 
(INFORMACIÓN SUMARIA) – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.942/11)  (Tomo 169: 
1023/1028 – 4/octubre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 76 por la señora Juez de Corte Dra. Susana 
Kauffman de Martinelli.  
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación de la Magistrada que  manifiesta que sus hijos y cónyuge revis-
ten el carácter de letrados apoderados de uno de los acusados, existiendo además una relación de amistad y fre-
cuencia de trato entre su cónyuge y dicho acusado, lo que le produce violencia moral para intervenir en la causa, 
pues ello constituye una circunstancia objetiva prevista por el legislador, con encuadre normativo en el artículo 
51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). 
          La salvaguarda del derecho constitucional a ser oído por un tribunal competente e imparcial, establecido 
en el artículo 8º inc. 1º del Pacto de San José de Costa Rica, norma de rango superior por vigencia del artículo 75 
inc. 22 de la Constitución Nacional, conduce a interpretar razonablemente las normas relativas a la inhibición de 
magistrados y funcionarios, de manera que las situaciones invocadas por aquellos, den lugar a su apartamiento. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: IN-
FORMACIÓN SUMARIA EN CONTRA DE ROMERO, JUAN CARLOS – INCIDENTE - RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte Nº CJS 34.962/11) (Tomo 169: 1029/1034 – 05/octubre/2012) 
 
HABEAS CORPUS. Recurso de apelación. Invocación de agravamiento de las condiciones de detención    
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de apelación interpuesto a fs. 36/38. 
DOCTRINA: En resguardo de la dignidad de la persona humana sometida a privación de su libertad, tanto el 
artículo 43 de la Constitución Nacional como el artículo 88 de la de la Provincial, establecen una vía expedita y 
rápida que es la acción de hábeas corpus, la cual no solamente ha sido instituida a fin de procurar evitar la ame-
naza o restricción de la libertad ambulatoria del detenido, sino también para enmendar la forma en que se cumple 
la detención si ella es vejatoria para la persona afectada, que es el llamado “hábeas corpus correctivo”. 
    Esta acción, al igual que el instituto del amparo, constituye un procedimiento excepcional, residual y de 
concesión restrictiva, sólo viable en aquellos supuestos de ilegitimidad y arbitrariedad evidentes, que no requie-
ran amplitud de debate y prueba, ni admitan otra vía legal apta. Es decir, es una garantía a derechos de raigambre 
constitucional amenazados o vulnerados en forma manifiestamente arbitraria 
         Es improcedente la acción de habeas corpus en que el interno alega como supuesto agravamiento de sus 
condiciones de detención, la ausencia de un tratamiento médico adecuado conforme las afecciones que padece, 
pues sostiene que no consta su regular atención como paciente ni la provisión de los medicamentos que requiere, 
si la atención médica especializada se encuentra corroborada con las constancias de su ficha médica, informes de 
las instituciones pertinentes y demás constancias obrantes donde surge la realización de una serie de consultas, 
prácticas y prescripción de medicamentos, tanto en la unidad carcelaria como en el Hospital. 
TRIBUNAL: Dres. Dr. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “CHAVARRÍA, RODRIGO EMANUEL – HÁBEAS CORPUS - RECURSO DE APELACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.114/11) (Tomo 169: 87/92 – 6/septiembre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva, resolución que 
confirma el auto de procesamiento; garantía de la doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 
58/63.  
DOCTRINA: La resolución que confirma el auto de procesamiento no es sentencia definitiva, porque no causa 
estado en el proceso y reviste eminente naturaleza provisional. 
           Fuera de los supuestos expresamente enunciados por el Código Procesal Penal, sólo hay impugnabilidad 
objetiva cuando una decisión judicial pueda equipararse a sentencia definitiva por irrogar un gravamen irrepara-
ble o de difícil reparación ulterior. 
           Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si la garantía de recurrir se en-
cuentra cumplida en al causa mediante la interposición y tratamiento del recurso de apelación deducido, medio 
natural y ordinario previsto por la ley para impugnar el auto de procesamiento y la prisión preventiva dictada en 
consecuencia. 



 4

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: AGUIRRE, GONZALO ALFREDO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº 
CJS 34.951/11)  (Tomo 169: 299/302 – 18/septiembre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva, resolución que 
confirma el auto de procesamiento y medida cautelar de desalojo; garantía de la doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 
28/30.  
DOCTRINA: Fuera de los supuestos expresamente enunciados por el Código Procesal Penal, sólo hay impugna-
bilidad objetiva cuando una decisión judicial pueda equipararse a sentencia definitiva por irrogar un gravamen 
irreparable o de difícil reparación ulterior.  
           La resolución que confirma el auto de procesamiento y la medida cautelar dictada en consecuencia no es 
sentencia definitiva, pues ese pronunciamiento no causa estado en el proceso y reviste eminente naturaleza provi-
sional. 

La garantía a recurrir se encuentra cumplida en la causa mediante la interposición y tratamiento del re-
curso de apelación deducido; medio natural y ordinario previsto por la ley para impugnar la resolución que con-
firma el auto de procesamiento y la medida cautelar de desalojo dictada en consecuencia. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: SÁNGARI, RENÉ HUGO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
34.957/11)  (Tomo 169: 245/248 – 7/septiembre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva y de gravamen 
irreparable; resolución que dispone el procesamiento y de cambio de calificación; taxatividad de los recursos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación interpuesta 
a fs. 66/69.  
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por denegación de recurso de casación, si éste se debió a la 
circunstancia comprobada de que la resolución que se pretende revertir no es sentencia definitiva, ni resulta equi-
parable a tal. 
           No son recurribles en casación las resoluciones de procesamiento y de cambio de calificación, en tanto 
no concurre ninguna circunstancia que permita establecer que ocasionan un gravamen irreparable y toda vez que 
su naturaleza eminentemente provisoria impide que sean incluidas entre aquellas decisiones. 
           El principio de taxatividad de los recursos establece que las decisiones judiciales serán recurribles sólo 
en los casos y por los medios expresamente previstos por la ley 
             El derecho a recurrir el fallo que reconocen algunos tratados de derechos humanos incorporados a la 
Constitución Nacional no impide que cuando el tribunal superior revoque un auto de falta de mérito dicte el pro-
cesamiento si encuentra mérito para ello, pues la garantía de la doble instancia requiere que, además de resultar 
adversa al imputado, la resolución judicial recurrida sea definitiva, o asimilable a tal por sus efectos. (Del voto de 
los Dres Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar y Díaz) 
              Corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado, si en la causa el imputado ha in-
vocado con argumentos atendibles en el análisis provisorio de esta vía directa, la existencia de un agravio de 
imposible o insuficiente reparación ulterior, que estaría dado por el hecho de verse obligado a continuar sometido 
a proceso como consecuencia del fallo del tribunal de apelación al que le atribuye arbitrariedad, que revocó el 
sobreseimiento total y definitivo que había dictado a su favor el Juez de Instrucción Formal. 
             La equiparación a sentencia definitiva puede conferir impugnabilidad objetiva a decisiones judiciales 
que no se encuentran expresamente previstas entre los tipos aludidos en el artículo 467 del C.P.P. (texto según ley 
6345 y modificatorias), pero para que esa asimilación sea procedente, es menester que se ponga de manifiesto la 
existencia de un agravio no susceptible de reparación ulterior. 
      Un aspecto esencial derivado del debido proceso es el derecho a que un tribunal superior examine o 
reexamine la legalidad de toda sentencia jurisdiccional que resulte en un gravamen irreparable a una persona. 
(Del voto de los Dres. Cornejo y Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: VERA CUCCHIARO, EDUARDO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº 
CJS 35.083/11)  (Tomo 169: 771/780 – 1/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abigeato, valoración de la prueba, sana crítica; prueba de indicios. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 660/665 vta.  
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de abigeato calificado, si en la sentencia 
el tribunal tuvo por acreditado con el grado de certeza necesario, que junto con otros coimputados arribó en un 
taxi a la finca donde procedieron a cortar el alambrado y sustraer un animal equino que llevaron a un canal adya-
cente donde lo ultimaron y faenaron, trasladando la carne en el mismo rodado que los llevó, que vendieron al día 
siguiente en una carnicería, a partir de una larga investigación policial iniciada con motivo de diversos hechos de 
abigeato ocurridos en el lugar con el mismo “modus operandi”, la indagación derivó como sospechosos a los 
acusados quienes fueron objeto de vigilancia policial y como corolario de las pesquisas se procedió a inspeccio-
nar el automóvil en cuestión, encontrándose en su baúl bolsas de arpillera ensangrentadas, un cuchillo doble filo, 
una piedra de afilar y un gancho metálico, entre otros, lo que se aúna con el allanamiento en la vivienda de uno de 
los acusados que dio como resultado el hallazgo de ropas, bolsas y sogas manchadas con sangre, cuchillos, una 
tenaza y un torniquete para aflojar alambrados. 
           El juicio oral y público se ha instaurado para la plena vigencia de los principios de libertad probatoria y 
de libre convicción, según los cuales al tribunal le es dable formar su noción sobre la responsabilidad del acusado 
sin sujeción a parámetros de suficiencia probatoria o de tasación determinados por la ley, sino ateniéndose a otro 
marco de razonamiento que es la sana crítica racional. Así, el tribunal de juicio, en nuestro sistema, puede perfec-
tamente edificar una versión de la verdad sobre la base de indicios. 
            Ante la ausencia de testigos presenciales del faenamiento y sustracción del animal, basta la existencia de 
indicios serios, precisos y concordantes, cuya valoración conjunta permitió al tribunal de juicio afirmar la exis-
tencia del hecho y la participación culpable de los acusados, en el grado de convencimiento necesario para arribar 
a un pronunciamiento condenatorio. 
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TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SANTILLÁN, LUIS FERNANDO; LÓPEZ, BENJAMÍN EDUARDO; ESTRADA, SERGIO 
LUIS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.636/11) (Tomo 169: 479/486 – 20/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual. Absolución; valoración de la prueba; principio de la 
duda. Protección de los derechos del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 270/273 vta. 
DOCTRINA: No existe la certeza necesaria para condenar al acusado del delito de abuso sexual, si el informe 
psicológico de la niña, producto de numerosos tests practicados, arroja que en su discurso la presencia de la fan-
tasía es muy importante, que busca convencer a las personas por medio de la seducción en el trato, y que en el 
análisis de sus producciones no surgieron indicadores concluyentes con relación a la existencia de daño psíquico, 
además, el profesional ratificó que durante el relato de los hechos no se evidenciaron signos neurovegetativos, es 
decir, que en su cuerpo no había indicios de tensión ni de nerviosismo, que en general se encuentran en las vícti-
mas de este tipo de hechos. 
          La incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, pues en materia criminal se debe 
aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” exigiéndose al acusador una demostra-
ción plena y completa de la culpabilidad. 
          La viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente 
alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o 
favorable al encausado. 
          Si a las resultas del juicio no existían elementos suficientes para acreditar de manera certera la conducta 
típica sobre la que versó la imputación, el estado de inocencia del que goza el acusado no ha logrado ser reverti-
do, por lo que el beneficio de la duda es consecuencia directa y necesaria. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, 
Posadas y Vittar) 
       Corresponde dejar sin efecto la sentencia que absuelve al acusado del delito de  abuso sexual con acceso 
carnal calificado por el vínculo, si la investigación quedó concluida por un veredicto que no posee congruencia en 
la decisión final, en el análisis entre el hecho denunciado y sus pruebas. 
       En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen 
serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica de los ofensores actuar 
con sigilo y sibilinamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a 
hurtadillas, precisamente para no ser descubiertos. 
       Del contenido del artículo 119, 3er. párrafo del Código Penal surge que la ley tiene en cuenta la libertad 
individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las personas. 
       La agravante del inciso b) del art. 119 del Código Penal no requiere de la convivencia de las personas, 
sino que es compatible con la solución de continuidad y con relaciones de más corta duración. La razón de la 
calificante por el vínculo en la nueva ley está dada exclusivamente por el hecho de la relación parental que facili-
ta la tarea del autor. 
       Tratándose de un menor, lo esencial para no vulnerar el artículo 19 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño es no adoptar criterios ceñidos en conceptos estancos, porque lo relevante es tutelar la integridad física y 
moral de un menor, no evaluar si el proceder depravado del que fue objeto tendía a satisfacer o no la libido del 
agresor sexual. 
        Para establecer la pena debe tomarse en cuenta, de acuerdo a lo indicado en los artículos 40 y 41 del 
Código Penal, la naturaleza de la acción desplegada, los medios empleados para ejecutarla, la extensión del daño 
y del peligro causado, las condiciones personales y los antecedentes del imputado. (Del voto de los Dres. Corne-
jo, Ferraris y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C CARABAJAL, RUBÉN BARTOLOMÉ – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.215/11)  
(Tomo 169: 885/910 – 2/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas; inmediación; motivación de la sentencia; principio de liber-
tad probatoria. Pena de prisión de cumplimiento efectivo, medida cautelar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 86/93. 
DOCTRINA: Es penalmente responsable el acusado, si los extremos fácticos del delito de amenazas fueron debi-
damente constatados por el tribunal de juicio, apoyándose la sentencia en suficientes elementos de convicción, en 
virtud de los cuales se llevó a cabo una racional y pormenorizada reconstrucción de los hechos para arribar al 
juicio condenatorio. 
          El principio de libertad probatoria como método para valorar la prueba permite que el firme y coherente 
testimonio de la víctima sirva para alcanzar un grado de certeza suficiente para tener por cierta la autoría del 
hecho y la participación en él del imputado. 
          El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación que 
da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una prueba 
producida en la audiencia de debate que la Cámara conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca 
dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o que no se halle acompaña-
da de fundamento alguno. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Catalano, Cornejo, Ferraris y Kauffman) 
            En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción del juez o 
sana crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probato-
rios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la 
existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin 
sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
            La sentencia que condena al acusado por el delito de amenazas es ajustada a derecho, si ha subsumido 
los hechos probados en la figura penal correspondiente, sin rebasar los dictados de la sana crítica, y ha satisfecho 
las exigencias de toda decisión jurisdiccional producida dentro del marco de legalidad y razonabilidad de sus 
fundamentos, al contar con una debida motivación. 
          Si el tribunal impuso una pena de prisión efectiva, debió detener cautelarmente al imputado, pues los 
efectos de los recursos que puedan interponerse contra el fallo condenatorio no afectan a dicha medida cautelar –
institutos procesales independientes y de regulación autónoma- y es un deber de cumplimiento obligatorio para 
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los jueces evitar el probable daño jurídico al proceso y actuar efectivamente contra el peligro de evasión. (Del 
voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C FARÍAS, ROSARIO ISAAC – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.146/10) (Tomo 
169: 71/80 – 6/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de daños; valoración de la prueba; sana crítica; libertad probatoria. Nuli-
dad procesal, principio de preclusión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 48/51.  
DOCTRINA: La sentencia que condena a los acusados por el delito de  daños presenta una motivación suficiente, 
si el tribunal de juicio tuvo por acreditado con el grado de certeza necesario para condenar, que en horas de la 
madrugada el denunciante conducía su vehículo cuando reclamó a los ocupantes de un automóvil que obstruía el 
tránsito, lo que causó la reacción de aquéllos, a quienes conoce, los que se apearon y empezaron a darle patadas a 
su rodado, produciéndole daños en la carrocería, constatados mediante una posterior inspección ocular en sede 
policial. 
           La sentencia se ajusta a las reglas de la sana crítica racional, si los elementos de convicción reunidos en 
el juicio, en particular la firme y mantenida imputación del denunciante con clara identificación de los autores, 
ratificada por prueba objetiva como la inspección ocular llevada a cabo por la preventora, fueron valorados y 
analizados por el tribunal con los beneficios que brinda la inmediación, para acreditar la existencia del delito 
reprochado y la responsabilidad penal de los denunciados. 
          En nuestro sistema procesal rige el sistema de libertad probatoria y de sana crítica racional. Ello implica, 
por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facul-
tad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación alguna 
        No resulta procedente el planteo de la defensa sobre nulidad por irregularidades en la notificación inicial 
de la imputación a sus defendidos, porque no es posible retrotraer el proceso  mediante una pretensión formulada 
en instancia ajena a derecho, a etapas ya cumplidas, máxime si no surge de la causa alguna constancia o actua-
ción que avale o, al menos, permita atender las conjeturas del recurrente, quien, por lo demás, tampoco se ocupa 
de definir en qué consistió la supuesta violación de garantías con aptitud de afectar la validez del proceso o modi-
ficar el resultado del juicio, más allá de la simple demora de trámite de comunicación de la causa a las personas 
denunciadas.  
       Ninguna nulidad puede tener un fin en sí mismo y esta grave sanción debe obedecer siempre a la exis-
tencia de un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración que mediante ella la 
parte experimenta un perjuicio 
       En el proceso penal rige el principio de preclusión y, especialmente, en materia de nulidades, el de cadu-
cidad, a punto tal que la falta de oportunidad del pedido nulidificante produce su subsanación. (Del voto de los 
Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Catalano y Cornejo) 
        Corresponde absolver a los acusados, si el tribunal ha llegado a la afirmación de la existencia del daño 
tomando como fundamento de la condena los dichos del denunciante y la verificación de los daños, a pesar de 
existir testigos de lo sucedido, lo que implica un liso y llano traslado de la carga de la prueba desde la parte acu-
sadora hacia los imputados, en franca contravención con el estado de inocencia que demanda que la demostración 
certera del hecho delictivo sea lograda mediante el aporte de elementos suficientes que introduzca al proceso la 
parte acusadora o que procure de manera oficiosa el tribunal. 
         No es posible llegar al nivel de análisis sobre la suficiencia probatoria, si el fallo ha dejado sin precisar 
la exacta plataforma fáctica sobre la que hace recaer la aplicación legal, lo que empaña de duda la situación jurí-
dica planteada. (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C RIZZO, MAURICIO ARIEL; ROMERO, LUIS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
Nº CJS 34.617/11)  (Tomo 169: 911/922 – 02/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de defraudación por desbaratamiento de derechos acordados; certeza 
para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 676/699.  
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado del delito de defraudación por desbaratamiento 
de derechos acordados, si el tribunal tuvo por acreditado que junto al comprador suscribió un boleto de compra-
venta sobre un terreno de propiedad del imputado, que manifestó tener conocimiento de los actos posesorios que 
ejerció el comprador sobre el inmueble al que adquirió con fines ampliatorios por su calidad de colindante a un 
terreno de su propiedad, que denunció al comprador por posesión ilegal del terreno, surgiendo la discrepancia 
acerca del objeto del acto jurídico de compraventa debido a la diferencia en el número de catastro adjudicado al 
inmueble, y que a partir de los dichos del propio imputado como de las declaraciones testimoniales vertidas en 
audiencia de debate, se evidencia el dolo ante la falta de enmienda del error en los datos catastrales –deslealtad 
que excede el mero incumplimiento contractual-, con el consiguiente entorpecimiento en el ejercicio de los dere-
chos adquiridos como comprador por parte de la víctima en el boleto de compraventa, tornando a estos derechos 
en inciertos y litigiosos. 
        La sentencia es plenamente válida si en sus fundamentos se ha cumplido con una ponderación completa 
de los hechos, estableciéndose, de acuerdo a las circunstancias de persona, tiempo, modo y lugar, el accionar del 
acusado tal cual ha ocurrido. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MACHÍA, JUAN MIGUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.842/11)  (Tomo 
169: 503/510 -  20/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de desobediencia judicial; orden de prohibición de acercamiento dispuesta 
por un Juzgado de Personas y Familia. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 60/62. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de desobediencia judicial, si el tribunal de juicio tuvo 
por acreditado que el acusado se hizo presente en el lugar de trabajo de la denunciante para buscar a su hijo en 
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común, violando de esta manera una orden dispuesta por un Juzgado de Personas y Familia que le prohibía el 
acercamiento con la denunciante, a la que el imputado conscientemente no dio cumplimiento pese a que fue inti-
mado bajo apercibimiento de remitir los antecedentes a la justicia penal, y además se comprobó que el día del 
hecho denunciado no se acercó al lugar de trabajo de la denunciante por las razones laborales que se arguyen, 
sino que lo hizo voluntariamente, increpándola en forma prepotente. 
       Es justa la pena impuesta, si el tribunal ha considerado de manera puntual el conjunto de circunstancias 
personales y objetivas atenuantes y agravantes que se describen en la ley de fondo para la operación de individua-
lización de la pena. 
TRIBUNAL: Dres.  Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: GUTIÉRREZ MELGAR, VICENTE MIGUEL EVERARDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 34.180/11)  (Tomo 169: 753/760 – 01/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio agravado por el vínculo con circunstancias extraordinarias 
de atenuación; cónyuges separados; estado emocional del autor. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1031/1033. 
DOCTRINA: El estado pasional de odio, para dar lugar a la aplicación de la causal de atenuación de emoción 
violenta debe haber producido en el acusado un estado de obnubilación o alteración del ánimo, capaz de despla-
zar el dolo o el actuar libre y voluntario en la consecución del fin delictivo. El estado emocional debe encontrar 
cabida en la atenuante desde el punto de vista de su excusabilidad, aspecto éste que produce una innegable limi-
tación de los motivos provocadores de la emoción. 

La sentencia presenta una motivación suficiente en cuanto a la calificación del hecho, si encontró acredi-
tado que en el caso existen factores personales que contribuyen a atenuar la situación del acusado, pues esa con-
sideración ha sido justamente la que motivó que el eje de la penalidad se desplazara desde la prisión o reclusión 
perpetua, a la excepcional escala que prevé la ley en los supuestos de concurrencia de la agravante del homicidio 
con circunstancias extraordinarias de atenuación.  

Cuando se califica a la emoción como violenta se exige que se halle dotada de un importante grado de 
intensidad, idóneo para alterar el dominio del sujeto y que no llegue a eliminar la voluntad. La emoción violenta 
implica un grado de afectación del pleno gobierno de los frenos inhibitorios. 

Para evaluar si se da tal grado de afectación emotiva no es un requisito "sine qua non" la pérdida de la 
memoria u otro tipo de situaciones genéricamente establecidas; cabe más bien atenerse a las circunstancias del 
caso concreto. 

Para que pueda reducirse la escala penal, el autor debe haber sido impulsado al homicidio por una situa-
ción que al momento del hecho configure la causa motora, de poder excepcional, con arreglo a las circunstancias 
anteriores o concomitantes del delito. Su aplicación y la consecuente reducción de la escala penal no es una cues-
tión que ataña a la subsunción típica del hecho, sino que corresponde a la individualización judicial de la pena y 
se encuentra establecida de modo facultativo para el juez. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Ferraris) 

Si la separación de los cónyuges constituyó un debilitamiento de la presencia del fundamento de la va-
riable calificativa del homicidio y una comprensible disminución de los respetos a los vínculos de sangre, ello 
habilita la concurrencia del supuesto previsto en el artículo 80 “in fine” del Código Penal. 

La sentencia calificó de manera correcta el hecho, si en sus fundamentos el tribunal encuadró la conduc-
ta delictual en la figura del homicidio agravado por el vínculo, conforme constancias del acta de matrimonio, 
aunque entendió que en el caso habían mediado en el acusado circunstancias extraordinarias de atenuación, por-
que se evaluaron los motivos que habrían determinado una comprensible disminución del respeto a los vínculos 
de sangre, a partir de las declaraciones de varios testigos que de manera coincidente relataron que los cónyuges 
estaban separados y que existían comentarios de Julieta sobre actitudes violentas del acusado hacia su persona 
por celos, y ello se aúna con lo indicado por la madre de la víctima que su hija convivía con otra persona, que en 
realidad se había retirado del hogar conyugal, habitaba una casa alquilada y las hijas habían quedado a cargo del 
padre, existiendo una definitiva descomposición del matrimonio con extinción de los deberes de él emergentes.  

Cuando se alude a la motivación del accionar del autor, no debe perderse de vista que ésta se integra con 
una relación interactiva entre los estímulos externos y la situación puntual del causante en orden a sus reales 
posibilidades personales de motivarse en la norma penal frente a aquellos factores exógenos. El juego de la causal 
de atenuación remite entonces tanto a causas instaladas en la propia persona del sujeto activo, como fuera de ella, 
que deben producir una inusual situación de influencia limitativa de la capacidad de motivarse en el mandato de 
la norma penal. 

Es justa la pena impuesta, si se funda en los parámetros de los artículos 40 y 41 del Código Penal, de 
manera suficientemente fundada, con expresa motivación y ajustada al principio de proporcionalidad. (Del voto 
del Dr. Posadas) 

La separación de hecho entre víctima y victimario no constituyó en el caso una circunstancia extraordi-
naria de atenuación del parricidio impropio o uxoricidio de las previstas en el último párrafo del artículo 80 del 
Código Penal, si ese vínculo entre ellos no se había desnaturalizado en términos absolutos como se amerita en la 
sentencia impugnada, ya que el propio causante relató que tenían regularmente relaciones sexuales con su esposa 
y que incluso el luctuoso hecho tuvo como marco una discusión previa por motivos familiares, sin dejar de consi-
derar los celos como causa motivadora del homicidio, al decir que “siempre temió perderla”. 

La agravante del homicidio contemplada en el artículo 80 inciso primero del Código Penal reside en la 
violación que el autor hace de los deberes de protección del vínculo de sangre o matrimonio. El divorcio hace 
cesar la agravante, pero ésta aún rige si el uxoricidio ocurre durante la separación de hecho. 

La razón de ser de la atenuante reside en la calidad de los motivos del autor que determinan una razona-
ble o comprensible disminución de los respetos hacia el vínculo de sangre o la calidad de cónyuge, razonabilidad 
que encuentra su génesis fuera del propio individuo. Esta objetividad del hecho puede provenir de la conducta de 
la propia víctima, del victimario o de ambas a la vez. (Del voto de los Dres. Díaz, Kauffman  y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar,  Catalano, Cornejo, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C DELGADO, ARIEL SIXTO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.132/10)  (Tomo 169: 93/106 
– 6/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio; cómplice necesario; valor del aporte en el hecho; valora-
ción de la prueba; certeza para condenar.  
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CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1731/1742 vta. 
DOCTRINA: El criterio para determinar la participación que corresponde a la complicidad necesaria es el del 
valor del aporte. Se trata de un criterio fundado en la eficiencia del auxilio o cooperación en la estructura concreta 
del delito cometido. 
           Es cómplice necesario el acusado en el delito de homicidio, si su participación resultó una primaria co-
operación y no secundaria, pues estuvo orientada a impedir la concurrencia de los familiares de la víctima a su 
auxilio, que podrían haber desbaratado el desarrollo del hecho. 
          Deben extremarse los recaudos para aprovechar la declaración testimonial que resulta más idónea para el 
esclarecimiento de la verdad, en un contexto en que las restantes pruebas se presentan como oscuras o limitadas 
acerca de un aspecto central del hecho. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente des-
provisto de elementos favorables a la posición del acusado, como en el caso sería su negación del hecho; es claro, 
que una exigencia de tal naturaleza determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano 
de la prueba, o cualquier debilidad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusa-
dora, frustran la posibilidad de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acu-
sado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incrimi-
nantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUANCA, MAURO GERMÁN DE LOS SANTOS; SERRUDO, CARLOS RAMÓN; VELA, 
ESTEBAN MANUEL; THIZ, DAMIÁN MARCELO; GARCÍA, LUIS LEONARDO; GUANCA, ENZO ARIEL 
DE LOS SANTOS; RODRÍGUEZ, SONIA NELLY - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.530/11)  
(Tomo 169: 829/844 – 02/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio “criminis causae”; calificación del hecho.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1171/1175. 
DOCTRINA: La calificación legal aplicada en la sentencia, de homicidio “criminis causae”, condice con los 
hechos que fueran probados, si la muerte de la víctima se consumó para finalizar con el robo de las llaves de la 
motocicleta, y además lograr la impunidad del hecho cometido, dado que en el momento de llevado a cabo el 
desapoderamiento no existió resistencia ni forcejo por parte de la víctima y su muerte obedeció a la posibilidad 
cierta que los pudiera reconocer. 

A los fines de la aplicación de la figura agravada prevista en el artículo 80 inciso 7º del Código Penal, 
basta que el causante se proponga la muerte en conexión ideológica con el delito que pretende cometer, para 
liberar los obstáculos que se presentan imprevistamente en su ejecución o para precaverse de las consecuencias 
legales, pues igualmente aquí se presenta la obstinación delictiva que no repara en el respeto de la vida ajena, 
extremo éste que justifica la intensificación del reproche penal. 

En el homicidio finalmente conexo, el autor mata para lograr algo relacionado con el otro hecho delic-
tuoso; no se detiene en su propósito de lograr el fin perseguido (cometer el otro delito, ocultarlo, buscar su impu-
nidad), aun habiendo previsto que será necesario o conveniente a sus fines cometer un homicidio. Este menospre-
cio por la vida humana ante un propósito delictuoso, que caracteriza esta modalidad del homicidio, justifica por sí 
solo la agravación. 

En la coexistencia de las figuras de los artículos 80, inciso 7º y 165 del Código penal, la regla es que co-
rresponden a la primera los casos en los cuales el ladrón ha vinculado ideológicamente el homicidio con el robo, 
sea como medio para cometerlo, ocultarlo, asegurar sus resultados o su impunidad, sea como manifestación de 
despecho. Por el contrario, el art. 165 comprende los homicidios que son un resultado accidental de las violencias 
ejecutadas con motivo u ocasión del robo. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Kauffman)   

El hecho no encuadra en la figura del homicidio “criminis causae”, si la víctima, que había detenido la 
marcha de su motocicleta para hablar por teléfono, fue abordada por los imputados, y uno de ellos blandiendo un 
arma de fuego lo desapoderó del teléfono celular, mientras el otro tomó el vehículo y en momentos en que apun-
taba el arma hacia la víctima que se encontraba con los brazos en alto efectuó un disparo que provocó su muerte, 
pues en el caso coexisten dos delitos fáctica y jurídicamente independientes, el de robo con arma de fuego y el de 
homicidio simple, porque el desapoderamiento del teléfono celular y la motocicleta ya se habían concretado 
cuando se efectuó el disparo mortal, y en el hecho de dar muerte no parece estar presente ninguna finalidad es-
pecífica, de modo tal que permita afirmar que fue un medio para cometer el robo, ocultarlo, asegurar sus resulta-
dos o su impunidad o que sea producto de la frustración por no poder  lograrlo. (Del voto de los Dres. Posadas y 
Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SEGUNDO, MARCOS MARCIAL; MOYA, JOSÉ ANTONIO; CASTILLO, EMANUEL; VA-
CA, FELIPA; RUIZ, FÉLIX ANTONIO; ACEBO, MAURO ANDRÉS ROMÁN; SALVATORE, GLINIGS 
ELIZABETH; ANDRADE, JORGE CRUZ DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.945/10)  
(Tomo 169: 5/24 – 04/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Prescripción de la 
acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 364/365. 
DOCTRINA: Si bien el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar es de carácter permanente, 
en cuanto al momento en que deja de cometerse, señalado por la ley de fondo como circunstancia que marca el 
inicio del curso de la prescripción, no es dable trasponer los límites señalados en el requerimiento fiscal acudien-
do a una presunción de continuación que se extienda durante todo el trámite del proceso, provocando que este 
tipo de ilícitos se conviertan en infracciones prácticamente imprescriptibles; por ello, en tanto se pretenda influir 
en el curso de la prescripción más allá de los límites del acto requirente, será necesario que éste se reedite. 
         Resulta ajustada a derecho la resolución que sobresee al acusado del delito de incumplimiento de los 
deberes de asistencia familiar, si ha transcurrido el plazo de prescripción de la acción, y de acuerdo al informe 
actualizado del Registro Nacional de Reincidencia no se dictó contra el imputado sentencia condenatoria por 
hecho delictivo cometido durante ese lapso  que haya interrumpido el término mencionado. (Del voto de los Dres. 
Catalano, Díaz, Ferraris y Posadas)  
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         El curso de la prescripción de la acción en los delitos de incumplimiento de los deberes de asistencia 
familiar se inicia cuando se acredita que dejó de cometerse, pues conforme su naturaleza este delito es de carácter 
permanente, y ello supone el mantenimiento de una situación típica por la voluntad del autor durante un lapso en 
el que se sigue realizando el tipo, por lo que el delito continúa consumándose hasta que cesa la situación antijurí-
dica. 
         Resulta arbitrario el sobreseimiento del acusado si no se  adecua a las constancias obrantes de la causa, 
que dan cuenta de la inexistencia de prueba sobre el cese de la consumación del delito de incumplimiento de los 
deberes de asistencia familiar. (Del voto de los Dres. Cornejo, Vittar y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra Galli.  
CAUSA: C/C RUIZ, JOAQUÍN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.695/10)  (Tomo 169: 229/240 
– 07/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma en grado de tentativa; ausencia de 
desistimiento del autor. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 384/ 388 y, en su mérito, 
dejar sin efecto el punto II de la sentencia de fs. 354 y vta. y condenar de Carlos Víctor Lamas como responsable 
del delito de robo calificado por el uso de arma en grado de tentativa, en concurso real con los otros hechos por 
los que fue condenado, a la pena de tres años y cinco meses de prisión efectiva y ordenar a la Cámara Cuarta en 
lo Criminal que proceda a su inmediata detención. 
DOCTRINA: Si el imputado exigió compulsivamente al denunciante la entrega de un celular y luego intentó 
arrebatárselo de forma violenta, para lo cual blandió una hoja de cuchillo sin mango y forcejeó con la víctima sin 
tener éxito, en tal contexto, resulta evidente que existen actos propios e inequívocamente ejecutivos del delito de 
robo calificado por el uso de arma, no así, meros actos preparatorios. 

Es responsable del delito de robo calificado por el uso de arma en grado de tentativa el acusado, si la re-
solución de abandonar la empresa criminal estuvo directamente determinada por circunstancias ajenas a su volun-
tad, pues fue la férrea y decidida resistencia de la víctima la que le impidió proseguir con su accionar delictivo y a 
ello se sumó la inmediata presencia policial en el lugar, lo que se encuentra acreditado a partir de las declaracio-
nes de la víctima y de lo dicho por los funcionarios policiales. 

Es justo individualizar una pena próxima al mínimo legal, si las circunstancias objetivas y subjetivas que 
concurren en el caso permiten disminuir el monto punitivo, habida cuenta que el imputado carece de otros ante-
cedentes condenatorios, su corta edad al momento del hecho (dieciocho años), su grado de educación y la pobre-
za estructural en la que se encuentra inserto, así como la escasa dañosidad de los hechos cometidos y las carac-
terísticas de su personalidad que surgen del informe psicológico, son elementos que no revelan mayor peligrosi-
dad en sus conductas. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LAMAS, CARLOS VÍCTOR – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.476/11)  (Tomo 
169: 201/212 – 7/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de usurpación de propiedad; valoración de la prueba; sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 138/149 vta. 
DOCTRINA: El artículo 181 inciso 1º del Código Penal protege mucho más que el dominio del inmueble, pues 
abarca también el ejercicio de facultades originadas en cualquier derecho que se tenga sobre él, sin que sea nece-
sario un contacto físico permanente, ya sea que procedan de algún derecho real o de las relaciones que permitan 
su ocupación total o parcial. 
           Es responsable del delito de usurpación de propiedad la acusada, si la determinación de los hechos en la 
condena impugnada ha sido derivada a partir de una serie de pruebas reunidas durante el juicio, como fueron las 
declaraciones de la denunciante, de la propia acusada y de diversos testigos, como también de la inspección ocu-
lar, del croquis ilustrativo y del acta de secuestro, de los que surge que ingresó al predio clandestinamente, a 
sabiendas de su carencia de autorización para hacerlo, con intención de usarlo y gozarlo, lo que produjo, como 
efecto propio del delito, la desposesión de la denunciante, quien detentaba los extremos amparados legalmente. 

No posee entidad suficiente para eximir de responsabilidad penal a la acusada su argumento defensivo 
de que el inmueble había sido abandonado por su anterior poseedora, pues el poseedor sigue siéndolo aunque no 
tenga la cosa por sí o por otro, siempre y cuando no lo haya abandonado por un acto de manifestación contraria, y 
en el caso el tribunal encontró acreditado que esta voluntad se hizo patente a través de claras exteriorizaciones, 
como la construcción de una habitación de bloques de adobe con techo de chapa, en cuyo interior se encontraban 
bienes muebles, elementos y prendas de vestir de propiedad de la denunciante, como también la construcción de 
un baño precario, el que fue desarmado por la imputada y cuyos bloques utilizó para construir su propia habita-
ción en otra parte del terreno. 

Las reglas de la sana crítica han sido respetadas, si el fallo tuvo en cuenta los aspectos relevantes de la 
prueba reunida y de su lectura se advierte que la totalidad del material probatorio ha sido valorado con criterio 
racional y de forma particularizada, en un contexto integrador que permitió fijar la verdad histórica de lo aconte-
cido, otorgándole una base suficiente y legal. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CORTEZ, ZULMA GEORGINA – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº CJS 34.666/11)  
(Tomo 169: 561/574 – 20/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de abuso sexual con acceso carnal agravado por el vínculo y corrupción 
de menores agravado por el vínculo en concurso ideal; padre de la menor; valor del testimonio de la víctima; 
motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 430/431. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que condena al acusado por los delitos de abuso sexual con acce-
so carnal agravado por el vínculo y corrupción de menores agravado por el vínculo en concurso ideal, si el tribu-
nal tuvo por acreditado el sometimiento de índole sexual continuo padecido por la víctima, la existencia de pene-
tración como una manifestación concreta de ese accionar y la desvirtuación en el entendimiento y connotaciones 
de la sexualidad, merced a la conducta del acusado que es su padre, a partir del testimonio de la víctima que re-
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sulta acorde a las declaraciones prestadas por los testigos, los informes médico, psicológicos y ambiental, como 
así también, en orden a demostrar el vínculo, la partida de nacimiento oportunamente agregada. 
           En los delitos de abuso sexual el testimonio de la víctima constituye un elemento incriminante de alto 
valor cuando resulta coherente y es avalado por otras pruebas y ha sido calificado como sincero por el tribunal en 
el marco de una apreciación directa, como fruto de las bondades de la inmediación. 
           La formación de convicción del fallo es acorde a las reglas de la sana crítica racional, si de acuerdo a la 
plataforma fáctica presentada en la acusación –comprendido el requerimiento de juicio y la ulterior ampliación- y 
sin apartarse de las circunstancias allí descriptas, la condena lo es por un sólo hecho penal, cometido mediante 
una pluralidad de acciones, que en momentos distintos violaron dos disposiciones penales, aun de distinta grave-
dad, y que respondieron a un mismo designio delictivo. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, 
Vittar, Catalano y Díaz) 

En el caso de delitos de abuso sexual con acceso carnal la ley tiene en cuenta, en primer lugar, la libertad 
individual, en cuanto hace a la integridad sexual de las personas, pues se trata de la violación de la autonomía de 
la voluntad del sujeto que es la base de todos los bienes jurídicos, de una invasión o el ataque de tal derecho me-
diante acciones violentas o abusivas que avasallan la libre e íntima decisión, por parte del autor. 

El bien jurídico que se protege en el delito de corrupción de menores es el derecho de las personas a 
mantener incólume la normalidad del trato sexual, a mantener su autonomía sexual al margen de las interferen-
cias por parte de terceros en cuanto a su formación psíquica y sexual. No se trata de un delito de resultado sino de 
pura actividad, en el cual basta con que la conducta en sí sea corruptora. 

La práctica permanente de la relación sexual en el curso de los años mantenida por el padre con su hija 
de doce años configura el delito de corrupción calificada, ya que se descompone la moral de una menor, pues 
tratándose del progenitor y no de una relación circunstancial sino constante, necesita de mayores excesos lascivos 
para que el sentido moral de hija sufra una desviación traumatizante de su futura salud mental 

La agravante del inciso b) del art. 119 del Código Penal no requiere de la convivencia de las personas, 
sino que es compatible con la solución de continuidad y con relaciones de más corta duración. La razón de la 
calificante por el vínculo en la nueva ley está dada exclusivamente por el hecho de que la relación parental facili-
te la tarea del autor. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C GUERRERO, VÍCTOR DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.234/11)   
(Tomo 169: 697/718 – 25/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de desobediencia judicial y violación de domicilio. Absolución y Conde-
na; hechos distintos e independientes. Principio de congruencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 221/222. 
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de desobediencia judicial y absuelve de la acusa-
ción por violación de domicilio satisface las exigencias de toda decisión jurisdiccional producida dentro del mar-
co de legalidad y razonabilidad de sus fundamentos, si en el caso la imputación recae sobre dos hechos distintos e 
independientes que se encuentran atrapados por dos normas penales, como son en el caso, entrar en el domicilio 
de la denunciante sin su autorización –por el que fue absuelto- y violar la prohibición de acercamiento –delito 
probado. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 

Es ajustada a derecho la sentencia, si el tribunal no asperjó, ni escindió los hechos pues avizoró el con-
texto delictivo global en que se desplegaron numerosas acciones comitivas concursales, motivo por el cual, coli-
gió, acertadamente, que la desobediencia judicial no quedaba subsumida en el tipo penal de violación de domici-
lio. 

Si quien ha sido comprendido por una medida cautelar de prohibición por motivos de violencia familiar, 
y como tal es considerado agresor, por un lado desobedece judicialmente la medida, en los términos del artículo 
239 del Código Penal e incumple la medida, pero además, como la naturaleza de la cautela versa sobre la exclu-
sión del hogar y la prohibición de ingresar en él, incurre además en violación de domicilio, pues el tipo del artícu-
lo 150 describe antijurídicamente a la conducta de quien entra en la morada contra la voluntad expresa o presunta 
de quien tenga derecho a excluirlo.  (Del voto del Dr. Cornejo) 
           El objeto del proceso es indivisible y por ello, un pronunciamiento que absuelve y condena respecto de 
un mismo “factum” constituye una anomalía que compromete la vigencia de la sentencia como pronunciamiento 
judicial válido, y la convierte en arbitraria al violar las formas sustanciales del juicio, con afectación de los prin-
cipios de congruencia y del “ne bis in idem”. 

Es nula la sentencia que absuelve al acusado del delito de violación de domicilio afirmando la atipicidad 
de lo denunciado en función que la hija de la denunciante habría autorizado a su padre a ingresar a su casa para 
retirar ropa y, en cambio, condena al nombrado por el delito de desobediencia judicial ocurrido ese mismo día, 
pues en el caso medió una sola conducta por parte del imputado que, aunque compuesta por distintos actos, res-
pondía al designio común de ingresar al domicilio donde viven la denunciante y sus hijos por los motivos que 
fuera, lo que así fue ejecutado por el agente; actuar que implicó al mismo tiempo violar la prohibición judicial de 
acercamiento y la intimidad del domicilio y que constituye un sólo hecho delictivo. (Del voto de los Dres. Posa-
das y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C DAZA MARTÍNEZ, PABLO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.948/10)  (Tomo 
169: 213/228 – 7/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de estafa, falsificación de instrumento público falso y uso de documento 
privado falso. Reenvío; efecto extensivo de los recursos, valoración de la prueba. Entidades bancarias; negli-
gencia. Daño moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 1691/1697 y 
1700/1717. 
DOCTRINA: La decisión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación  que deja sin efecto el pronunciamiento 
apelado por la defensa de uno de los acusados y que provoca el reenvío de la causa, abarca necesariamente, por el 
efecto extensivo de los recursos, a la condena penal y civil dispuesta contra el co-imputado pero, sin embargo no 
debe abrirse nuevamente la instancia casatoria contra la condena civil impuesta a las entidades bancarias, al no 
alcanzarles el referido efecto extensivo, en virtud de que en su caso la indemnización en concepto de daño moral 
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a abonar por parte de esas instituciones de crédito no ha sido derivada de los ilícitos investigados, sino exclusi-
vamente de su negligencia o falta de control al momento de abrir las cuentas bancarias a nombre del damnificado. 
 El delito de estafa se consuma cuando el sujeto pasivo realiza la disposición patrimonial perjudicial, sin 
que interese que ella se transforme en beneficio para el autor o para un tercero. Los actos posteriores a ese mo-
mento que compensan el perjuicio, como es su reparación, o la actitud del agente que voluntariamente devuelve 
la prestación, no dejan sin efecto el delito. 
 La sentencia contiene una fundamentación adecuada respecto de los hechos atribuidos, si los desplaza-
mientos patrimoniales iniciaron con la apertura de las cuentas y la entrega y posterior circulación de los cheques a 
nombre del damnificado -todos apócrifos-, y la contracara lógica de los perjuicios que ello causaba y que consu-
maron el actuar fraudulento, resultaron ser los beneficios económicos para los causantes, ya que a cambio de los 
documentos adquirieron diversos bienes, lo que el tribunal encontró acreditado a partir de la prueba pericial, de la 
imputación directa que hiciera su consorte, quien destacara el inicial interés del causante en la operatoria bancaria 
con fines fraudulentos y describiera su posterior actuación en las maniobras a través del tiempo, recalcando que 
ello respondía a que los cheques eran entregados para su propio beneficio económico. (Del voto de los Dres. 
Díaz, Pancio, Román, Fleming, Granata y Morosini) 

Cuando en un proceso haya varios co-imputados, los recursos interpuestos por uno de ellos favorecerán 
a los demás siempre que los motivos en que se basen no sean exclusivamente personales. 

La extensión abarca al co-imputado, no así a los entes bancarios, los que fueron condenados civilmente 
de acuerdo a leyes extra-penales. 
 El efecto extensivo se conoce también como comunicante en razón de que al deducir el recurso se favo-
rece, en determinadas circunstancias, a quienes no lo hicieron no obstante tener derecho. El tema debe recondu-
cirse al conflicto entre los fallos y al consecuente escándalo jurídico –en razón de que las cuestiones penales son 
derecho público- que generaría una sentencia que, por ejemplo, declarara inexistente el hecho para quién im-
pugnó, mientras que la errónea afirmación de la sentencia cuestionada subsistiera para quién no dedujo recurso. 
(Del voto de los Dres. Román, Fleming, Granata y Morosini) 
        No existe una incompatibilidad entre el juicio oral y la revisión amplia en casación. Ambos son compatibles 
en la medida en que no se quiera magnificar el producto de la inmediación, es decir, en la medida en que se reali-
za el máximo esfuerzo revisor, o sea, en que se agote la revisión de lo que de hecho sea posible revisar. 
 Es plenamente válida la condena por los delitos de estafas reiteradas, en concurso ideal con falsificación 
de instrumento público falso y uso de documento privado falso, si el tribunal encontró acreditado que tras el ex-
travío del D.N.I. del denunciante, los acusados aprovecharon la oportunidad para abrir cuentas corrientes en dife-
rentes bancos, lo que generó con posterioridad el inicio de dos juicios ejecutivos en contra del damnificado por 
no pagar los cheques productos de aquellas cuentas, y el engaño fue comprobado a partir de la declaración de un 
testigo que manifestó que reiteradamente vio al denunciante concurrir a la entidad bancaria, de la pericia que 
indica que los textos manuscritos obrantes en el documento y los textos indubitados fueron realizados por uno de 
los imputados, quien efectuó el pago de los honorarios devengados en uno de los juicios, lo que indica el interés 
que tenía en eludir un problema judicial contra el denunciante, para evitar así despertar el alarma legal en sede 
penal.  
 Es apta para dar sustento a un pronunciamiento condenatorio la prueba de indicios cuando es concordan-
te y permite una conclusión unívoca. 
 La víctima del fraude es la persona que padece el error causado por el ardid o engaño del autor de la 
estafa. El ofendido por la defraudación es la persona perjudicada en su propiedad a causa de la disposición patri-
monial realizada por la víctima del fraude a raíz de su error. Ambas calidades pueden recaer en la misma persona 
o en personas distintas. 
 Se verifica el detrimento patrimonial que configura de estafa, si la propia víctima manifestó que recibió 
un embargo por una suma de dinero, y luego una notificación sobre la realización de un remate de su casa, lo que 
ocasionó en aquél entonces que no pudiera disponer libremente de su propiedad. 
  El daño moral significa una alteración disvaliosa del espíritu que se traduce en un perturbado desarrollo 
de la capacidad de sentir, del modo de estar de la persona en relación al que se hallaba con anterioridad al hecho 
lesivo, como consecuencia de éste. 
 Corresponde confirmar la condena impuesta a las entidades bancarias demandadas en concepto de in-
demnización por daño moral por no haber sido diligentes al momento de abrir las correspondientes cuentas co-
rrientes, circunstancia que el tribunal encontró acreditada con la declaración de un empleado del Banco, cuando 
manifestó que para llenar el formulario pertinente el cliente debía necesariamente exhibir el D.N.I. para verificar 
la identidad y el número del mismo, requisito que no fue cumplido, puesto que si el imputado presentaba el do-
cumento del denunciante, la cuenta nunca podría haberse abierto por no coincidir la identidad. 
 Resulta ajustada a derecho la indemnización fijada en la sentencia en concepto de daño moral, si la rela-
ción de causalidad se encuentra perfectamente demostrada en la causa, puesto que las conductas delictivas de los 
acusados hicieron que el damnificado viviera durante un largo período una situación de anegamiento por ver 
seriamente comprometido su patrimonio, a punto tal que evidenció una situación de angustia, dolor, sobresalto, 
por la posible pérdida de su vivienda a raíz del inicio de dos juicios ejecutivos en su contra. (Del voto de la Dra. 
Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Díaz –Jueces de Corte-, Enrique Carmelo Granata, Julio Víctor Pancio, Raúl 
Román –Jueces del Tribunal de Impugnación llamados a integrar-, Alberto Fleming y Antonio María Morosini –
Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “C/C ALANÍS, ENRIQUE GUS-
TAVO y MATUS, FRANCISCO JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 30.916/07)  (Tomo 
169: 1069/1098 – 4/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Desapoderamiento que se realiza mediante amenaza de extraer armas. Robo 
calificado de mercaderías transportadas, agravado por la participación de menores de edad. Individualización 
de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 724/725 vta. y, en su méri-
to, revocar el punto II de la sentencia de fs. 697 y vta., cuyos fundamentos obran a fs. 705/715 y condenar a Luis 
Miguel González a la pena de seis (6) años de prisión de cumplimiento efectivo, por resultar coautor del delito de 
robo en poblado y en banda, de mercaderías transportadas y con la intervención de menores de edad (arts. 167 
incs. 2º y 4º, 163 inc. 5º y 41 quater del C.P.). 
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DOCTRINA: Si la secuencia temporal de los hechos presentó un curso de acción inicialmente constitutivo del 
delito de hurto que luego mudó su configuración hacia la figura del robo, atento el despliegue posterior de vio-
lencia física intimidatoria, sea que el acusado hubiera realizado el ademán de extraer un arma y apuntar con ella, 
o bien que haya gritado en forma amenazante a los asaltados, de cualquier modo se efectivizó la violencia que 
transforma al hurto en robo simple. 
         Cuando el autor del delito de hurto simula tener armas, en realidad está desplegando una “violencia 
tácita o presunta” que si bien no es suficiente para calificar la comisión del robo por el uso de armas -pues éstas 
simplemente no existen- sí lo es para cualificar el hurto y configurar la modalidad básica o simple del robo. 
          Configura robo y no hurto, el desapoderamiento que se realiza mediante amenaza de extraer armas. 
          Corresponde desestimar la calificante objetiva del robo  representada por el empleo de armas y recondu-
cir la figura delictiva hacia el tipo penal básico del robo simple, si el testigo expresó que cuando se bajaron del 
camión con su compañero para impedir o interrumpir el ilegítimo arrebato que se efectuaba con violencia e inti-
midación, vio que uno de los sujetos hizo un ademán como si sacara un arma y le apuntó, pero que podía precisar 
con qué le apuntaba ni si en verdad se trataba de un arma.  
         El robo simple se califica de modo complejo si se le deben añadir las agravantes fundadas en el modo de 
comisión -en poblado y en banda- en la calidad de la materia sustraída -mercaderías transportadas- y en la parti-
cipación de menores de edad. 
         A los fines de la determinación e individualización de la pena aplicable al caso, cabe tener presente la 
múltiple calificación del hecho fundada en el uso de violencia tácita o presunta sobre las personas; la condición 
de mercaderías transportadas asignable a los objetos sustraídos; las condiciones espaciales y modales de perpetra-
ción del delito (en poblado y en banda) y la participación de menores de edad. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
         El hurto se agrava cuando fuese de mercaderías u otras cosas muebles transportadas por cualquier medio 
y se cometiere entre el momento de su carga y el de su destino o entrega, o durante las escalas que se realizaren. 
La acción, como en todas las modalidades del hurto, es el apoderamiento, en tanto que el objeto material del 
apoderamiento puede consistir en mercaderías y otras cosas muebles.  
        El delito debe cometerse entre el momento de su carga en el medio de transporte y el de su destino o 
entrega. 
         La conducta desplegada ha sido la de robo, si la “vis compulsiva” fue en forma de amenazas coactivas 
ejercidas por el imputado como forma de violencia en las personas; violencia que quebranta o paraliza la volun-
tad. 
        La violencia que requiere el robo para consumar el apoderamiento, conceptualmente, comprende la “vis 
compulsiva”. 
      La pena que corresponde aplicar debe estimarse dentro del margen de la escala punitiva brindada por la 
calificación legal del hecho, y observar las circunstancias que rodean la causa y la persona del condenado, en 
cuanto al grado de reprochabilidad y peligrosidad que cabe atribuirle, con arreglo a los artículos 40 y 41 del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GONZÁLEZ, LUIS MIGUEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.358/11)  (Tomo 
169: 657/670 – 25/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Excarcelación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 36/ 40 y, en su mérito, 
ordenar al tribunal de origen que, previo a establecer la debida caución real y la más estricta caución personal 
afianzada por persona solvente, como toda otra medida restrictiva que resulte necesaria para evitar daños procesa-
les, disponga en dicho marco la inmediata excarcelación del acusado. 
DOCTRINA: Durante el proceso penal la libertad es la regla y es excepción el carácter cautelar de la privación de 
libertad. 

Resulta necesario reducir la aplicación del encarcelamiento preventivo a límites que impidan que tal co-
erción se ejercite con criterios de anticipo sancionatorio y en contravención con mandatos de orden constitucio-
nal. 
            Corresponde hacer lugar al recurso de casación en virtud de la naturaleza del delito investigado y los 
demás parámetros subjetivos que indica la ley, y  ordenar al tribunal de juicio que previo a establecer la debida 
caución real y la más estricta caución personal afianzada por persona solvente, como toda otra medida restrictiva 
que resulte necesaria para evitar daños procesales, disponga la inmediata excarcelación del acusado. (Del voto de 
los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 
            La excarcelación constituye un beneficio que el legislador articuló para la persona privada de su libertad 
durante un proceso, el que resulta una facultad propia del juez para otorgarlo cuando encuadre en algunas de las 
previsiones establecidas por el Código Procesal Penal y cuando estime que la libertad del acusado no entorpecerá 
el correcto desenvolvimiento del proceso penal. 
           Debe considerarse la condena impuesta por un pronunciamiento anterior que fue declarado nulo, toda 
vez que la potestad jurisdiccional para realizar el nuevo debate, en virtud del reenvío ordenado, se encuentra 
limitada por el monto de la pena impuesta en la sentencia anulada, en función del principio que prohíbe la “re-
formatio in peius”. 
           El beneficio de la excarcelación no resulta procedente, si la pena a tomar en cuenta resulta la impuesta 
en la sentencia condenatoria que fue declarada nula y el acusado no ha cumplimiento los dos tercios de la pena 
que exige el artículo 13 del Código Penal. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris. Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: FLORES, NÉSTOR DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 35.495/12)  (Tomo 169: 
363/374 – 20/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de la sentencia por haber excedido los límites de su jurisdicción al impo-
ner la pena; falta de respeto de los márgenes punitivos; principios de legalidad y reserva. Competencia en acci-
dente producido sobre una ruta nacional. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la sentencia de fs. 123, cuyos fundamentos obran a fs. 
124/128 vta., y ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías que por orden corresponda 
para que sustancie una nueva audiencia de debate y dicte sentencia en consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la sentencia, si el tribunal excedió los límites de su jurisdicción 
violando elementales pautas de legalidad, igualdad y seguridad jurídica respecto de la sanción finalmente aplica-
da, si junto con la pena privativa de libertad impuso una pena conjunta de inhabilitación especial para conducir 
vehículo automotor por un término inferior al autorizado por la ley. 
            El juez, al aplicar la ley, por imperio constitucional y como garantía de justicia, no debe exceder el 
máximo de pena previsto para el delito pero tampoco puede transgredir el mínimo, porque la norma jurídica es 
una “norma límite”. 
             Dentro de los juicios lógicos que deben efectuarse para realizar la ley penal se encuentra el de adecua-
ción típica o subsunción, es decir, la conciliación del hecho fáctico con la norma jurídico penal prohibitiva, tanto 
en lo que respecta al presupuesto de imposición –la acción descripta- como a su legítima consecuencia –la pena 
establecida-. En esa operación se materializan los principios de legalidad y reserva (artículos 18 y 19 de la Cons-
titución Nacional), que encuentran su máximo resguardo en la garantía de tipicidad y exigen que la ley penal sea 
cierta, previa, escrita y estricta. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffamn) 

Es competente la justicia federal para intervenir en un accidente que se produjo sobre una ruta nacional. 
A fin de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso debe 

determinarse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece atendiendo 
al lugar donde se ha consumado. 
          Debe declararse la nulidad de todo lo actuado por un tribunal provincial que no tenía competencia sobre 
el lugar en que ocurrieron los hechos. La competencia federal es improrrogable e inalterable. (Del voto del Dr. 
Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C TÉVEZ, SILVERIO HILARIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.908/10)  (Tomo 
169: 161/176 – 6/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad. Fiscal de Causas Policiales y Penitenciarias. Cosa juzgada 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 162/168 vta. 
DOCTRINA: El Fiscal de Causas Policiales y Penitenciarias ha sido investido por la Ley 7310 de la potestad de 
intervenir en pie de igualdad con los fiscales de las diversas instancias. 
       Es improcedente el planteo de nulidad de la defensa contra la sentencia que hizo lugar al recurso de 
casación deducido por el Fiscal de Causas Policiales y Penitenciarias y a su requerimiento de calificación y con-
dena diferentes de lo peticionado por el Fiscal de Cámara, cuestionando el alcance de las facultades del primero, 
si no sólo actuó como recurrente sino que también le cupo participación en la impugnación deducida por el Fiscal 
de Causas Policiales y Penitenciarias, cuyo criterio fue compartido por el Fiscal ante la Corte, además, no fue 
materia de agravios en la casación deducida por su parte, y en el trámite del recurso extraordinario federal inter-
puesto, no introdujo tempestivamente las pretendidas cuestiones federales relativas a la intervención en la causa 
del mencionado Fiscal a fin de que los jueces de la causa los trataran y resolvieran. 
           El efecto más trascendental de la sentencia penal es la producción de la cosa juzgada sustancial, lo que 
tiene importancia tanto desde el punto de vista jurídico como desde el punto de vista social. Significa la firmeza y 
consiguiente irrevocabilidad del pronunciamiento penal sobre el fondo, impidiendo toda revisión del trámite por 
el cual se llegó a esa sentencia, aun en lo que atañe a las nulidades absolutas, salvo el caso de hechos nuevos que 
permitan la revisión de la condena. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris. Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CANCHI, GERARDO DANIEL – INCIDENTE DE EJECUCIÓN DE PENA - RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.967/10)  (Tomo 169: 127/136- 6/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; actos interruptivos; necesidad de contar con el 
informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 84/85 vta., en su mérito, 
dejar sin efecto el sobreseimiento dictado fs. 83 y vta. y ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional y de 
Garantías y de Menores de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para que constate mediante los 
informes actualizados del R.N.R. la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido la pres-
cripción de la acción penal y resuelva en consecuencia. 
DOCTRINA: Si en la causa se ha cumplido el plazo de prescripción de la acción penal, a efectos de dictar el 
sobreseimiento se debe verificar previamente la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya inte-
rrumpido dicho plazo mediante los informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VERÓN, MIGUEL VICTERMAN; PALAVECINO, JOSÉ VICENTE – RECURSO DE CASA-
CIÓN (Expte. Nº CJS 34.572/11)  (Tomo 169: 81/86 – 06/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; actos interruptivos; necesidad de contar con el 
informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia; suspensión del trámite del recurso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 192/196 vta. II. 
ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de Segunda Nominación, 
del Distrito Judicial Orán, para que, previo informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia y Estadís-
tica Criminal y Carcelaria, se pronuncie sobre la prescripción de la acción. 
DOCTRINA: El instituto de la prescripción de la acción constituye la renuncia del Estado a la potestad represiva, 
requiriendo como condición de procedencia el transcurso del máximo de duración de la pena señalada para el 
delito, y que el curso del tiempo no haya sido interrumpido por algunas de las causales establecidas en la Ley 
25990 modificatoria del artículo 67 del Código Penal. 

La prescripción no sólo se interrumpe por el desarrollo de los actos procesales taxativamente descriptos 
en el art. 67 del C.P., sino que esa norma también prevé, en su inc. a), como un factor que afecta su curso, la 
comisión de un nuevo delito y su comprobación exige la agregación de la constancia fehaciente y actualizada 
emitida por el Registro Nacional de Reincidencia. 
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Si la acción posiblemente se encontraría extinguida por haber transcurrido el tiempo máximo del delito 
denunciado, corresponde suspender el trámite del recurso de casación y remitir las actuaciones al juzgado de 
origen para que requiera el informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia y se pronuncie sobre la 
prescripción de la acción. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FERNÁNDEZ ARONA, RAMIRO ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
34.517/11)  (Tomo 169: 1015/1022 – 02/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción; funcionario público. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 59/60 y, en su mérito, 
revocar el sobreseimiento dictado a favor de José Esteban Brunotto. 
DOCTRINA: La calidad de funcionario público y el ejercicio de esa función se encuentran determinados, me-
diando interpretación auténtica y contextual, de manera obligatoria, en el artículo 77 del Código Penal que equi-
para a los efectos del mentado código el ejercicio de tal función, prescindiendo de toda calificación extra penal y 
sin distinciones de régimen, rango, escalafón o jerarquía. 

Corresponde dejar sin efecto la resolución que sobresee por prescripción al funcionario público acusado 
de los delitos de abuso de autoridad y daños, si al momento del hecho se desempeñaba como inspector de tránsito 
y el hecho imputado habría sido cometido en ejercicio de dicha función y además, el tribunal omitió, previo a 
resolver, verificar la continuidad o no de esa causal suspensiva del curso de la prescripción, según lo exige el 
artículo 67, segundo párrafo “in fine” del Código Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C BRUNOTTO, JOSÉ ESTEBAN - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.752/11)  
(Tomo 169: 309/314 – 18/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Delito de homicidio culposo; pena de inhabilita-
ción. Ofrecimiento de reparación del daño, razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 171/175. 
DOCTRINA: Es requisito a fin de obtener el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, conforme lo prescrip-
to en el tercer párrafo del artículo 76 bis del Código Penal, que el acusado ofrezca hacerse cargo de la reparación 
de los daños ocasionados por el delito en la medida de lo posible, por lo que no resulta suficiente, para ello, re-
producir textualmente la letra de la ley, sino que tal ofrecimiento, para ser real y cumplir con la exigencia de 
control jurisdiccional, debe ser específicamente cuantificado, sin que dicho ofrecimiento implique confesión o 
reconocimiento de la responsabilidad civil correspondiente. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar, 
Catalano y Cornejo) 
           Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados ni 
los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el imputado 
reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo necesario 
y, además, consienta que –cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el cuarto párrafo del artículo 76 ter del 
Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado respecto al cum-
plimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al segundo párrafo del artículo 20 ter del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Vittar y Catalano) 
           No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos con pena de inhabilitación, en virtud de la ex-
presa prohibición dispuesta en el último párrafo del art. 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y 
Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SIMÓN HERRERA, JORGE JULIO DIEGO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 
34.802/11)  (Tomo 169: 603/616 – 20/septiembre2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Homicidio culposo. Funcionario público; médico 
que se desempeña en un hospital. Reparación del daño; razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER lugar al recurso de casación interpuesto a fs. 19/22 vta. 
DOCTRINA: No procede la suspensión del juicio a prueba cuando un funcionario público, en el ejercicio de sus 
funciones, hubiese participado en el delito. 

Debe ser considerado funcionario público el médico que se desempeña en un hospital público, porque 
fue nombrado por autoridad competente, es decir, en este caso, por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Salud. 

El beneficio de la suspensión del juicio a prueba al acusado no es viable si la comisión del delito de 
homicidio culposo por el que se le requiere juicio, fue ocasionado por y en ejercicio de su función pública.  (Del 
voto de los Dres. Kauffman y Vittar) 

No resulta procedente la suspensión del juicio a prueba, si el hecho imputado habría sido cometido por el 
acusado en desempeño de una actividad pública prestada en su calidad de profesional de las ciencias médicas en 
un hospital, en virtud de la expresa prohibición legal. 

Es funcionario público tanto el funcionario propiamente dicho como el empleado o agente y toda otra 
persona que participe en la función pública, con prescindencia de toda calificación extrapenal y sin distinciones 
de régimen, rango, escalafón o jerarquía. 

Es necesario que en el caso concreto el delito haya sido llevado a cabo "con motivo" de un ejercicio fun-
cional, valiéndose de la función como "medio" sin el cual el hecho no podría haberse ejecutado del modo en que 
se cometió, amén de que ello se encuentre o no previsto como un elemento del tipo en cuestión. 

No se cumple con el requisito de ofrecimiento de la reparación de los daños supuestamente ocasionados, 
si la suma ofrecida por el acusado es notoriamente irrazonable frente a la magnitud del resultado lesivo -muerte 
de la víctima- y a sus posibilidades. (Del voto de los Dres.  Catalano y Ferraris) 

No corresponde conceder el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el ofrecimiento de repara-
ción no es de ningún modo razonable. Para cumplir con el presupuesto legal, las modalidades de tiempo y forma 
deben, por un lado, partir de las posibilidades del imputado y, además, ser proporcionales a la entidad del supues-
to daño producido, demostrando, como objeto perseguido su internalización con el damnificado y el hecho que, 
jurídicamente acusado, constituye una tragedia de la vida real. 
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Se debe denegar el beneficio si el imputado, profesional médico de un hospital, ofreció resarcir los daños 
supuestamente causados en un monto que resulta notoriamente irrazonable frente a la magnitud del hecho acaeci-
do que concluyó con la muerte de la victima. 

Corresponde rechazar el pedido de suspensión del juicio a prueba si el acusado, como profesional médi-
co que se desempeña en un hospital público es un funcionario público, y cometió el hecho en ejercicio de sus 
funciones, por lo cual lo alcanza la prohibición contenida en el penúltimo párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal. 

La exclusión del imputado que reúne la calidad de funcionario público como beneficiario de ese instituto 
se fundamenta en que en esos casos se configuran delitos contra la administración pública, motivo por el cual, 
atento la importancia del bien jurídico tutelado, resulta conveniente que el autor de esos ilícitos no se vea benefi-
ciado con la suspensión del juicio a prueba. (Del voto del Dr. Posadas) 
                La razonabilidad de la reparación ofrecida por el imputado debe analizarse teniendo en cuenta lo mani-
festado por la víctima, el imputado y tomando como parámetros de referencia la extensión del daño causado por 
el delito y las posibilidades reales del acusado para hacerle frente, toda vez que la reparación ofrecida deber ser 
en la medida de lo posible. 

La parte damnificada sólo interviene a efectos de la reparación civil y su participación se limita a aceptar 
o rechazar el ofrecimiento del acusado; en cualquier caso, sea cual sea la posición adoptada por la misma, corres-
ponde al tribunal resolver sobre la razonabilidad de dicho ofrecimiento. 

Corresponde el rechazo del pedido de suspensión del juicio a prueba, si el ofrecimiento de reparación del 
daño no resulta razonable ni proporcional a la entidad del supuesto daño producido. (Del voto del Dr. Cornejo). 

No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos penados con inhabilitación, en virtud de la 
expresa prohibición dispuesta en el último párrafo del art. 76 bis del Código Penal. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LÓPEZ, MIGUEL ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.872/11)  (Tomo 
169: 855/870 – 2/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del Juicio a Prueba; inexistencia de intervención del damnificado en 
relación al ofrecimiento de reparación del daño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 33/ 39 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 18/19. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba, si no se 
dio intervención al damnificado directo del delito, que puede o no aceptar la reparación ofrecida, pero siempre, 
necesariamente, debe tener la posibilidad de pronunciarse previamente al examen sobre su razonabilidad. 
           La inexistencia de intervención del damnificado en el trámite de la suspensión del juicio a prueba, vicia 
el procedimiento seguido e impone afirmar que el examen sobre el particular contenido en la decisión impugnada 
contiene una falencia que impide calificarla como derivación razonada del derecho vigente. (Del voto de los 
Dres. Kauffman de Martinelli, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris)  

No corresponde conceder la suspensión del juicio a prueba en los casos de delitos con pena de inhabili-
tación, en mérito a la expresa prohibición dispuesta en el último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. (Del 
voto de los Dres. Díaz y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FLORES, SEBASTIÁN ROBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – 
RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.660/11)  (Tomo 169: 627/634 – 20/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; pedido extemporáneo del beneficio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 6/7 vta. y, en su mérito, 
revocar la resolución de fs. 5 y vta. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que concede la suspensión del juicio a prueba, si fue 
solicitada cuando la etapa oportuna había precluido. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: GUZMÁN, JULIO CÉSAR - INCIDENTE DEL SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA - RECURSO 
DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.547/11)  (Tomo 169: 791/796 – 01/octubre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Reparación del daño, razonabilidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 81/91. 
DOCTRINA: Debe confirmarse la resolución que deniega la suspensión del juicio a prueba, si se advierte una 
clara desproporción entre el monto dinerario ofrecido por la imputada y la entidad de los daños materiales y en la 
salud denunciados por el damnificado, teniendo en cuenta la capacidad económica de aquélla; además, que la 
ínfima suma propuesta carece de una función reparadora o componedora de la situación 
           Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, en la 
instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la víctima y a 
sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente a 
título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto 
serio y sincero de arrepentimiento activo y de internalización de la situación del ser humano al cual se victimizó 
por la propia acción reputada delictiva, al extremo de tornar innecesario aplicarle la eventual pena estatal prevista 
en la figura típica de conflicto. 
           La razonabilidad de la reparación ofrecida por el imputado debe practicarse teniendo en cuenta lo mani-
festado por la víctima, por el imputado y tomando como parámetros de referencia la extensión del daño causado 
por el delito y las posibilidades reales del acusado para hacerle frente. (Del voto de los Dres. Díaz, Posadas, 
Catalano y Ferraris) 
         Debe revocarse la resolución que denegó el beneficio de suspensión de juicio a prueba por considerarse 
irrazonable el ofrecimiento efectuado por la imputada, pues la reparación no persigue estrictamente un fin resarci-
torio, sino que procura brindar una respuesta a la víctima a través de una forma de desagravio frente al daño que 
pueda habérsele causado, e incluso la reparación puede tener carácter moral. 
          El ofrecimiento por parte del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo 
posible, significa que él sea razonable, y tal razonabilidad debe ser ponderada por el juez no sólo por el "quan-
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tum" del daño sino también por la aptitud económica del imputado; además, no necesariamente debe tomar las 
pautas de la reparación civil por daños y perjuicios sino en un sentido más flexible, pudiendo incluso, dadas las 
circunstancias, entender que una disculpa franca y expresa del peticionante –aceptada por la víctima- resulta ser 
reparación razonable. 
       En el caso que el sometido a proceso se encontrara imposibilitado de prestar alguna reparación, tal ofre-
cimiento dejará de ser condición de admisibilidad del instituto, pues un presupuesto de legitimidad de la exigen-
cia de recaudos será siempre la posibilidad de su cumplimiento. (Del voto del Dres. Cornejo y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C CAMPOS, ANA CARINA - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.581/11)  (Tomo 169: 253/266 – 
7/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; resolución que concede el beneficio en forma 
parcial frente a un hecho único. Nulidad de orden general. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 34/38.  
DOCTRINA: Si la responsabilidad de los imputados surge de un mismo acontecer fáctico sometido a idéntica 
prueba que es sustanciada en comunidad para las partes y que no permite desdoblamientos ni reproducciones que 
atentan directamente contra la continuidad y la inmediación del juicio oral y público y, encontrándose los impu-
tados presentes y debidamente asistidos, su juzgamiento también debe ser único, no correspondiendo bajo ningún 
concepto definir la situación procesal de uno dando curso al pedido de suspensión del juicio a prueba, y dejar la 
sentencia de los otros sujeta a un eventual futuro condicional. 

Importa una violación al derecho sustantivo con repercusión procesal, la parcializada concesión de la 
suspensión del juicio a prueba a imputados sobre los que pesa acusación por un concurso real de hechos delicti-
vos, puesto que tal proceder es contrario a la expresa previsión del artículo 76 bis segundo párrafo del Código 
Penal. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SÁNCHEZ PINIKAS, ROBERTO GUSTAVO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.857/11)  (Tomo 169: 33/38- 4/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; transcurso del término de las reglas de conducta; 
rehabilitación para conducir. Cuestión abstracta.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión que fuera objeto del recurso de casación inter-
puesto a fs. 85/87. 
DOCTRINA: Corresponde declarar abstracto el recurso de casación deducido contra la resolución que hizo lugar 
al pedido de rehabilitación para conducir vehículos formulado por la defensa técnica del acusado, si ha transcu-
rrido el término máximo previsto en el artículo 76 ter del Código Penal para el cumplimiento de las condiciones a 
que se supeditó la concesión de la suspensión del juicio a prueba. 
          Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al momento 
de decidir Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han quedado 
abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris. Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C PUCA, MARIO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.923/11) (Tomo 169: 241/244 – 07/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Unificación de penas; artículo 58 del Código Penal, omisión del tribunal de im-
poner pena única en casos de pluralidad delictiva. Condena de ejecución condicional.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 527/530 vta. 
y, en su mérito, disponer que la pena impuesta lo es de ejecución en suspenso y ordenar que bajen los autos al 
tribunal de origen a efectos de que fije las reglas de conducta que estime corresponder. 
DOCTRINA: El principio de la pena total establece que, como regla, dicha pluralidad de conductas deben ser 
juzgadas en un mismo juicio y reprimidas con una única pena. Pero es posible que esta regla no se aplique porque 
el juez o tribunal omita cumplirla o porque no la pueda cumplir. 

El artículo 58 del Código Penal tiene la finalidad de evitar la bifurcación de la persecución penal y, co-
mo derivado de ello, impedir que se eleve a inauditas e incontrolables magnitudes –acumulación mediante- la 
medida de la pena, como también que la justa imposición penal, retributiva de la culpabilidad, no se vea dismi-
nuida en su cumplimiento por desaciertos procesales. 

Si en la causa existe un supuesto de pluralidad delictiva, surge la exigencia de pena única. 
La coerción penal tiene un fin resocializador que se trata de obtener sobre un sujeto, en forma tal que no 

puede admitirse que el Estado desarrolle dos o más acciones resocializadoras simultáneas e ignoradas mutuamen-
te, sobre una misma persona. 

La pluralidad de tribunales, que es una cuestión procesal y aleatoria, no puede alterar un principio de 
fondo y perjudicar al penado, de modo que el tribunal que condena en último término dicta una única condena en 
virtud de la cual impone la pena total. En este caso, la cosa juzgada cede y desaparece la pena anterior y la plura-
lidad de condenas. 

La regla general es la ejecución efectiva de la pena privativa de libertad, siendo la condicionalidad una 
excepción extraordinaria que debe fundarse bajo pena de nulidad. 
             Constituye una inequidad negar al imputado la posibilidad de acceder al beneficio de la condicionalidad 
de la pena, desconociendo el principio de pena total, por la omisión de la justicia en acumular oportunamente los 
procesos al haber sido juzgado y condenado mientras pesaban otras acusaciones en su   contra.  
             La potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del Código Penal 
no se encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. 
             La pena impuesta debe ser de ejecución condicional, si existe un concurso de delitos cometidos todos 
con anterioridad a la primera sentencia condenatoria y de acuerdo a las circunstancias de comisión y a las condi-
ciones personales del acusado, fundamentalmente la naturaleza de las infracciones -contra el derecho de propie-
dad-, su resultado, la dependencia a las drogas del autor, su situación socio familiar y su actitud frente al proceso, 
así lo justifican. 
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TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FLORES, FRANCO GABRIEL – RECURSO DE CASACIÓN      (Expte. N° CJS 33.797/10)  
(Tomo 169: 137/150 – 20/septiembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Unificación de penas. Principio “ne bis in idem”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 812/815, y, en su mérito, 
ordenar que bajen los autos a la Cámara Cuarta en lo Criminal, a efectos que proceda a unificar la pena impuesta 
a Miguel Eduardo Zelada de conformidad a lo indicado en los considerandos del presente. 
DOCTRINA: La unificación de penas, prevista en el artículo 58 del Código Penal, es un mecanismo que garanti-
za la imposición de una sola sanción, consagrando el principio de pena total o prohibición de coexistencia de 
penas. Sus disposiciones tienen el propósito de evitar que quien resulta múltiplemente condenado en jurisdiccio-
nes distintas o en épocas sucesivas quede sometido a un régimen punitivo plural. 

La simple superposición de las sanciones trae aparejada la unificación, sin perjuicio que una de ellas se 
agote antes que la unificación se haga efectiva. 

Corresponde al juez de grado que pronuncie el último fallo dictar la sentencia única. 
No ha existido doble persecución en contra del imputado si no existen objeto y causa idénticos entre las 

causas, una tramitada en el fuero federal y la otra de competencia provincial. 
Una interpretación amplia de la garantía contra el múltiple juzgamiento conduce no sólo a la inadmisibi-

lidad de imponer una nueva pena por el mismo delito, sino que lleva a la prohibición de un segundo proceso por 
el mismo delito, sea que el acusado haya sufrido pena o no la haya sufrido, y sea que en el primer proceso haya 
sido absuelto o condenado. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ZELADA, MIGUEL EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN    (Expte. Nº CJS 33.093/09)  
(Tomo 169: 433/444 – 20/septiembre/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Inadmisibilidad de los recursos deducidos por 
ante los tribunales locales; cuestiones procesales; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 44/53. 
DOCTRINA: No procede, en principio el recurso extraordinario respecto de decisiones que tienen por objeto la 
aplicación e interpretación de normas procesales y en particular de aquellas referidas a la no admisibilidad de los 
recursos deducidos por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización de las 
instancias locales, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afectación de los derechos de 
raigambre constitucional, que deben ser alegados y concretamente demostrados por la parte interesada. 
          Las cuestiones procesales resultan propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario, 
cuando han sido resueltas con fundamentos bastantes para sustentar el pronunciamiento como acto judicial váli-
do. 
         La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos 
a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en 
estos aspectos, graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido como acto jurisdic-
cional. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar) 
          No resulta viable el recurso extraordinario federal deducido contra una decisión que sólo analiza los 
requisitos formales de admisibilidad de un recurso presentado, pues de acuerdo al artículo 14 de la ley 48 solo 
procede el remedio extraordinario ante sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales superiores de pro-
vincia. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ÁVALOS, JORGE SEBASTIÁN; LIZONDO, MIGUEL ROGELIO – RECURSO DE CASA-
CIÓN (Expte. Nº CJS 34.734/11)  (Tomo 169: 1041/1052  - 04/octubre/2012) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Reincidencia; constitucionalidad del artículo 14 del Código 
Penal; garantía “ne bis in idem”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 26/31 y, en 
su mérito, confirmar la resolución de fs. 20/23.  
DOCTRINA: La Corte Suprema de Justicia de la Nación desechó que el artículo 14 del Código Penal, que prohi-
be la concesión de la libertad condicional a los reincidentes, se encuentre en pugna con la prohibición de la doble 
persecución penal y con la garantía de igualdad establecida en el artículo 16 de la Constitución Nacional, porque 
tal prohibición no le impide al legislador tomar en cuenta la anterior condena para ajustar con mayor precisión el 
tratamiento penitenciario que considere adecuado para los supuestos en los que el individuo incurriese en una 
nueva infracción criminal, y que la mayor severidad en el cumplimiento de la sanción no se debe a la circunstan-
cia que el sujeto haya cometido el delito anterior, sino al hecho de haber sido condenado en esa oportunidad y 
obligado a cumplir pena privativa de libertad, lo que pone en evidencia el mayor grado de culpabilidad de la 
conducta posterior a raíz del desprecio que manifiesta por la pena quien, pese a haberla sufrido antes, recae en el 
delito, y además, porque el distinto tratamiento dado por la ley a aquellas personas que cometen un nuevo delito, 
respecto de aquellas que no exteriorizan esa persistencia delictiva, se justifica por el desprecio hacia la pena que 
les había sido impuesta, por lo que existe un fundamento razonable para efectuar tal distinción. 
             El instituto de la reincidencia no afecta la garantía “ne bis in idem”, pues lo que ella prohíbe es la nueva 
aplicación de pena por el mismo hecho pero no impide que la condena anterior surta efectos respecto del trata-
miento que se considere adecuado para aquellos supuestos en los que el individuo incurriese en una nueva infrac-
ción penal u otras consecuencias jurídicas, y el distinto tratamiento tiene justificación en el desprecio hacia la 
pena.   
             El reincidente no se encuentra privado de la posibilidad de resocializarse, puesto que la normativa peni-
tenciaria le habilita una progresividad en las modalidades del encierro.  
             La garantía de igualdad ante la ley no impide que las leyes contemplen de manera distinta situaciones 
que consideren diferentes, siempre que la discriminación no sea arbitraria, ni configure una ilegítima persecución, 
o indebido privilegio a personas o grupos de personas. 
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TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C JAIME, JORGE ESTEBAN – RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 
34.808/11)  (Tomo 169: 511/522 - 20/septiembre/2012) 


